






































La información anterior reafirma que la cooperación internacional, después de haber promovido
cambios en los marcos regulatorios del agua potable en todos los países centroamericanos,
a fin de estimular la participación privada, ha dado prioridad a la inversión en infraestructura
en el mejoramiento y ampliación de los sistemas de agua potable y saneamiento en el área
rural. Esto, con el fin de generar mejores condiciones futuras para el capital privado, en un
sector en el que hasta la fecha no han mostrado interés, debido principalmente a los niveles
de inversión que implica la modernización de los acueductos rurales.
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En el contexto de reformas, los organismos financieros internacionales en Centroamérica, han
estimulado un proceso de inclusión del capital privado como socio mayoritario en los sistemas
de provisión de agua potable y saneamiento, por medio de préstamos millonarios, donaciones
y cooperación técnica no reembolsable.

Las premisas del acceso al servicio de agua potable como mecanismos fundamentales para
enfrentar la pobreza, la exclusión social y mejorar la calidad de vida han justificado los aportes
internacionales al mejoramiento de dichos sistemas. Sin embargo, dichos derechos y recursos
son vistos como una oportunidad de negocio para el sector privado.

No sólo el agua potable y el saneamiento son asumidas como oportunidad de lucro, sino
también el conjunto del recurso hídrico, esto es evidente en los ejes principales de la estrategia
económica neoliberal que buscó: a) La desregulación económica para estimular el ingreso de
capitales extranjeros, b) El estímulo a las exportaciones (promoviendo la construcción de
grandes zonas francas); y c) La promoción de la actividad turística[3].

Tanto la actividad turística como la industrial implican grandes niveles de consumo del recurso,
por tanto los esfuerzos neoliberales se orientaron a que el sector privado tuviera el control de
las fuentes de agua. En correspondencia con esos intereses los organismos financieros
impulsaron la modificación de los marcos regulatorios para el suministro de agua potable, así
como las legislaciones referentes al acceso y uso a las fuentes de agua o mantos acuíferos
en toda la región centroamericana.

A continuación se presentan los principales proyectos que el BID ha promovido en Centroamérica
durante los últimos años, y que buscan flexibilizar y reducir al máximo las potestades de las
instituciones estatales, en algunos países incluso se plantea el traslado de dichas potestades
a entes municipales, pero el principal elemento común son las modificaciones en materia de
concesiones de fuentes de agua para el impulso de distintas actividades económicas de
carácter privado. (Ver Cuadro No. 8)

3  Coronado, Jorge. “El impacto de la crisis en Centroamérica y propuestas para enfrentarla”. Grupo Hemisférico Finanzas /
comercio y Comisión Nacional de Enlace. Septiembre 2009. San José, Costa Rica.

Capítulo III:
Centroamérica; servicios de agua
potable en manos del mercado
.....................................................................................
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Cuadro No. 8

Proyectos del BID tendientes a proponer reformas en el manejo del recurso hídrico
en la región

Por su parte, la actividad agroexportadora en la región se ha enfocado en la comercialización
de productos “no tradicionales” como piña, sandía, melón, naranja [4], etc. Esta lógica exportadora
de producción agrícola extensiva y que requiere altísimas cantidades de agua para riego,
demanda acceso directo a las mismas fuentes de agua y además se convierte en punto de
conflicto social con las comunidades cercanas a grandes plantaciones.

4  Ibid.
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Según datos del año 2003 en Costa Rica, de la extracción total anual de agua, solamente el
sector agrícola demandó un 23%, al realizar la proyección de la expansión que se ha dado en
el país a partir de ese año en la producción de piña, melón, sandía y naranjas, se puede
determinar hipotéticamente que el consumo anual de agua por la actividad agro- exportadora
puede haber incrementado en los últimos 6 años, entre un 5% y un 10%.

La otra línea de esta política de promoción de exportación, la representa el fuerte apoyo al
crecimiento de zonas francas, que son enclaves industriales y semi industriales en los que se
instalan principalmente empresas de capital transnacional, con énfasis textilero. Estos
conglomerados, con importantes extensiones territoriales en todos los países, también son
centros que requieren de una fuerte provisión de agua potable, por lo que se convierten en un
foco de tensión y de presión desde los sectores empresariales que buscan controlar el acceso
a las fuentes de agua, con el fin de volver más eficientes los procesos productivos.

Si a ello se agregan aquellas actividades vinculadas al turismo, al crecimiento de la actividad
de los proyectos inmobiliarios, la actividad industrial y la actividad eléctrica e hidroeléctrica, es
obvio que la necesidad de tener el control económico de los mantos acuíferos en la región se
ha convertido en una prioridad para los capitales nacionales y transnacionales [5].

Con respecto a la actividad turística, uno de los pilares fundamentales de la estrategia neoliberal,
los requerimientos de agua son altísimos, por un lado están los desarrolladores de hoteles y
centros para turistas, cuya actividad, sólo en el año 2007, generó a la región ingresos por un
monto de $ 6,550 millones, mientras que los ingresos de capitales por Inversión Extranjera
Directa (IED) para ese mismo año fueron del orden de los $3,244 millones [6].

La construcción y desarrollo de los megaproyectos turísticos en las zonas costeras de nuestros
países, en general zonas con falta de acuíferos suficientes, ha estimulado diversos conflictos
socio ambientales.

Partiendo de la premisa de que el agua no es un derecho humano, sino un bien económico,
el énfasis ha estado en dotar de agua potable los distintos proyectos turísticos, aunque ello
implique restringirle el acceso a diversas comunidades.

En la comunidad de Sardinal, en la provincia de Guanacaste, Costa Rica, los cambios realizados
a la Ley de Recurso Hídrico [7] permitieron que el Instituto Nacional de Acueductos y Alcantarillados
/AyA) concediera en forma privada a un consorcio de desarrolladores turísticos, por un período
de 20 años, la construcción de un nuevo acueducto y el acceso al principal manto acuífero de
la zona.

La otra línea de impacto en el recurso hídrico, es la actividad inmobiliaria, que se orienta en
dos direcciones centrales, una, la construcción de residencias cercanas a la zona costera,

5 Coronado, Jorge. “Pobreza, riqueza y deuda ecológica en Centroamérica”. Consejo Latinoamericano de Iglesias (CLAI). Quito,
Ecuador. Mayo 2008.

6 Coronado, Jorge. “El impacto de la crisis en Centroamérica y propuestas para enfrentarla”. Grupo Hemisférico Finanzas/Comercio
y Comisión Nacional de Enlace. San José, Costa Rica. Septiembre 2009

7 Coronado, Jorge. “Conflictividad socio ambiental en la Península de Osa. El caso de las Marinas Turísticas en el Golfo Dulce”.
Fundación Luciérnaga. Managua, Nicaragua. Marzo 2009.
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partes altas y montañosas de las ciudades, o en su defecto en condominios urbanos. Por
otro lado se presenta el acelerado desarrollo de grandes centros comerciales.

Estos proyectos han ido ampliando sus esferas de acción en toda la región, han creado
serios problemas en centros urbanos de Centroamérica densamente poblados, con frecuentes
problemáticas de desabastecimiento de agua, ya que no cuentan con mantos acuíferos
cercanos y suficientes ante la creciente demanda. Esta es otra de las razones por las cuáles
las modificaciones al manejo del recurso hídrico, han dejado totalmente desprotegidas a las
comunidades, los intereses comerciales y/o empresariales se superponen al interés de las
personas que habitan en estos centros urbanos, provocando en muchos casos, que los
permisos, concesiones y derechos de explotación de las fuentes de agua que se les brindan
a los consorcios inmobiliarios estén directamente ligados a procesos de corrupción, estimulando
el incremento de diversos conflictos socio ambientales en toda la región.
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Entre los principales mecanismos neoliberales para la atracción de capitales se encuentran:

• Incentivos fiscales:

• Subsidios en servicios de agua potable, energía eléctrica, telecomunicaciones, etc.;

• Cambios en las legislaciones nacionales para eliminar requisitos de desempeño a la inversión
extranjera, especialmente en lo que respecta a las facultades para repatriar libremente sus
ganancias y no tener obligaciones de reinvertir en el país;

• Reformas en legislaciones nacionales a fin de estimular la participación de capital extranjero
en áreas estratégicas como energía eléctrica, telecomunicaciones, seguros, banca, etc.;

• Cambios en legislaciones ambientales con el propósito de no establecer “excesivas” barreras
a la actividad económica privada.

Las legislaciones laborales, ambientales y tributarias, también constituyen barreras a la inversión,
por lo que se ha buscado reformarlas de forma que los capitales privados posean libertad en
sus dinámicas económicas. Entre los sectores mas favorecidos se encuentran la minería a cielo
abierto y la energía eléctrica.

El tema energético se ha convertido en una preocupación fundamental para todos los gobiernos,
especialmente a partir del año 2007 con el alza mundial en el precio de los hidrocarburos, ya
que en Centroamérica en promedio el 70% de la energía eléctrica que se consume es generada
por medio de centrales térmicas a base de combustibles fósiles, mayoritariamente petróleo,
sólo Costa Rica tiene una relación distinta en que más del 90% de su consumo nacional de
energía eléctrica es por vía hidroeléctrica, la energía eléctrica térmica en ese país representa
el 7% del consumo total.

Según datos del Banco Mundial (BM) para el año 2002, la participación del sector privado en
generación eléctrica en Guatemala era del 100%, en El Salvador 50%, en Nicaragua 75% y
en Honduras y Costa Rica el 25%. Es necesario precisar que toda la energía térmica que se
oferta en Centroamérica está en manos privadas incluida Costa Rica, ya sea de capitales
nacionales, centroamericanos o transnacionales como: Iberdrola, Endesa, Unión Fenosa, AES
Corporation, Constellation Power, Duke Energy e Hidro Quebec.

Capítulo IV:
Desregulación económica
y libre comercio, las llaves
para la mercantilización del agua
en Centroamérica
.....................................................................................
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El aumento desmedido de los precios del petróleo provocó que la rentabilidad de la explotación
de energía térmica disminuyera, situación que no podía ser compensada por medio del aumento
de las tarifas. Ante la falta de sostenibilidad del negocio los organismos multilaterales de
financiamiento no tardaron en comenzar a impulsar proyectos para explorar las posibilidades
de migrar de energía térmica a energía hidroeléctrica.

El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) en Guatemala en Marzo del 2007, aprueba el
proyecto “Estudios de Factibilidad para apoyar el desarrollo de pequeñas y medianas
hidroeléctricas” por un monto de $400 mil dólares en la modalidad de Cooperación Técnica
No Reembolsable.

En Honduras, el BID en el mes de Abril del 2009, aprueba el proyecto “Apoyo al Desarrollo
de Mini-Centrales Hidroeléctricas (SERNA)” por un monto de $250 mil dólares bajo la
modalidad de Cooperación Técnica No Reembolsable. Ambos proyectos basados en la
necesidad de diversificar la matriz energética dominante en esos países.

También existen casos como la propuesta de construcción de una gigantesca represa en la
zona del Petén/Guatemala, que pretende captar la capacidad hídrica de los ríos Usumacinta,
Pasión y Salinas, ubicados en la frontera con México, zona habitada por la etnia indígena qeqchi
obligando al desplazamiento de más de 15 mil personas.

En El Salvador, existe el proyecto de construcción de la hidroeléctrica “El Tigre” sobre el río
Lempa y un complejo de 7 hidroeléctricas sobre el río Torola y el río Sapo con una longitud
aproximada de 58 kilómetros en territorio salvadoreño [8]

En Nicaragua, el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE), en Septiembre de
2009, anunció la firma con el Gobierno de Nicaragua de un préstamo por $64 millones para
la construcción de la Central Hidroeléctrica Larreynaga en el Departamento de Jinotega, lo que
representa la primera etapa del plan de Desarrollo Hidroeléctrico en la Cuenca del Río Viejo
en el Norte del país.

También se anunció por parte del Gobierno de Nicaragua, en el mes de Marzo del 2009, un
acuerdo con la firma brasileña Andrade Gutiérrez para iniciar estudios preliminares del proyecto
hidroeléctrico Brito, que incluiría una represa en el Río San Juan y otra en el Río Brito, cuyo
costo rondaría los $600 millones y se espera comience a operar a finales del 2013 o principios
del 2014.

Otro factor que impulsa fuertemente el incremento de la construcción de represas hidroeléctricas
y los cambios en la matriz energética en la región, es la estrategia de interconexión eléctrica
que promueve el Plan Puebla Panamá (PPP) por medio del Sistema de Interconexión Eléctrica
de los países de América Central (SIEPAC) con el fin de impulsar el Mercado Eléctrico Regional
(MER). Proyecto que es financiado mayoritariamente por el BID.

La pregunta obligada es: ¿Cuál será el impacto sobre la capacidad hídrica al variar la matriz
energética de la región de térmica a hidroeléctrica? Datos del Ministerio de Ambiente y Energía
de Costa Rica señalan que las extracciones de agua para generar electricidad representan el
70% del total de las extracciones de agua para los distintos usos (consumo humano, turismo,
industria, agricultura, etc).

Desde el punto de vista ambiental la producción hidroeléctrica genera menos contaminación
que la térmica, y desde el punto de vista de las personas consumidoras también se abre la
posibilidad de contar con tarifas más bajas.

Se abren las posibilidades de que el acceso a las fuentes de agua se privaticen completamente,
al brindarlas en concesión, por décadas, para la explotación privada de centrales hidroeléctricas.

8 Centro de Estudios en Inversión y Comercio (CEICOM). Cortés, Cidia Investigadora. “Una aproximación al funcionamiento
del mercado del agua en El Salvador”.San Salvador, El Salvador. Diciembre 2007
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Si a esto se agrega el proceso de desregulación y desmantelamiento de instituciones nacionales
como Ministerios y/o Secretarías de Ambiente, de Salud y de las Entidades Estatales de Agua,
y del control que en general tiene el sector privado de los entes reguladores, la perspectiva es
que el recurso hídrico en Centroamérica está seriamente amenazado como fuente de vida para
el consumo humano y más bien se profundizará la tendencia a asumir el recurso como bien
económico que debe servir a los intereses del mercado.

Otra de las actividades económicas que bajo la lógica de desregularización amenaza de forma
seria al recurso hídrico en Centroamérica es la extracción minera, promovida por empresas
transnacionales de capital canadiense que desde finales de la década del noventa iniciaron
explotaciones en la región [9]. El desarrollo de la minería se ha potenciado a partir de cambios
en los marcos legales que facilitan su accionar en cuanto a permisos, exenciones de impuestos,
concesiones de tierras para explotación, etc. De la misma forma que se ha hecho con el marco
regulatorio del recurso hídrico.

La minería se ha expandido en la región, en el caso de Guatemala ha llegado a ocupar una
extensión del 10.57% del territorio nacional (11,512 km2), en Honduras hablamos de un 31.4%
del territorio nacional ( 112,475 km2), en ese país se han otorgado más de 80 permisos de
explotación y hay más de 1000 pendientes de aprobación, el principal lugar, en el cual se
desarrolla la actividad minera es el Valle de Siria en el Departamento Francisco Morazán. En
Costa Rica el actual gobierno de Oscar Arias ha eliminado un decreto presidencial que prohibía
la extracción minera a cielo abierto [10], y a través de otro Decreto Ejecutivo declaró de interés
nacional, la actividad de explotación minera de la empresa canadiense Infinito S.A., en la
comunidad de Crucitas en la zona norte del país.

En el caso de El Salvador, en el departamento de Cabañas, la empresa canadiense Pacific
Rimse han desarrollado actividades de exploración minera. Asimismo, esta empresa ha
demandado por 100 millones de dólares al Estado Salvadoreño, amparada en la normativa del
CAFTA, por negarle la explotación de la mina El Dorado en el departamento de Cabañas [11].

En el caso de Nicaragua en el período 2004-2008 hay una tendencia creciente en el otorgamiento
de concesiones privadas para la explotación minera, las dos principales empresas mineras a
principios del 2009 fueron adquiridas por la empresa canadiense B2Gold. Hasta finales del
2008 se habían otorgado 37 concesiones en el país. Hasta el primer trimestre del 2009 se
había concesionado un 6.06% del territorio nacional para la explotación minera [12].

La actividad minera tiene dos impactos directos sobre el recurso hídrico, el primero es el alto
consumo del mismo ante la intensa actividad extractiva, requiere grandes cantidades de agua
para desarrollar sus procesos de producción, y la segunda, y más grave, es que al utilizarse
grandes cantidades de cianuro se provocan filtraciones al subsuelo haciendo que se contaminen
ríos, afluentes y mantos acuíferos. Los esfuerzos de investigación en tecnologías mas amigables
con el medio ambiente y la conservación de los recursos por parte de las empresas de extracción
minera no han presentado grandes avances.

Los esfuerzos de los gobiernos centroamericanos (CA4) por firmar un TLC conjunto con Canadá,
posiblemente vaya a estimular la acción de estas empresas mineras, poniendo en alto riesgo
los mantos acuíferos de la región.

9 Ramírez, María. “Minería a cielo abierto. Participación canadiense en la destrucción del medio ambiente”. Ciudad Guatemala,
Guatemala. Mayo 2008.

10 Coronado, Jorge. “Pobreza, riqueza y deuda ecológica en Centroamérica”. Consejo Latinoamericano de Iglesias (CLAI). Quito,
Ecuador. Mayo 2008.

11  Centro de Investigación sobre Inversión y Comercio (CEICOM). San Salvador, El Salvador. www.ceicom.org

12 Alfaro, Angélica. Ortíz, Felipe. Centro Humboldt. “Estado actual de la minería metálica en Nicaragua e Impactos ambientales
de algunos proyectos mineros emblemáticos”. Managua, Nicaragua. Julio 2009.
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En la investigación “Siete piezas de la mercantilización y privatización del agua en Centroamérica”
se hace un exhaustivo análisis de los potenciales impactos del CAFTA y del AdA a nivel del
recurso hídrico en la región. En el caso del CAFTA en dicha investigación se analizan los
siguientes Capítulos:

• Capítulo 3: Trato Nacional y acceso de mercancías al mercado

• Capítulo 9: Contratación pública

• Capítulo 10: Inversión

• Capítulo 11: Comercio transfronterizo de servicios

• Capítulo 17: Ambiental

• Capítulo 21: Excepciones

• Medidas disconformes

Con respecto al Acuerdo de Asociación con Europa se analizan los siguientes aspectos:

• Componente de Diálogo Político

• Componente de Cooperación

• Componente Comercial

• Comercio de bienes

• Comercio de servicios y establecimiento

• Contratación pública

• Comercio y desarrollo sostenible

Capítulo V:
Los riesgos para el Agua en
Centroamérica por el Tratado de
Libre Comercio con Estados Unidos
(CAFTA) y del Acuerdo de Asociación
con Europa (AdA)
.....................................................................................
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El impacto concreto del CAFTA es que amplía los ámbitos de acción de las empresas
transnacionales, que incluso en forma unilateral y bilateral negociaron con los países
centroamericanos por medio de la apertura y desregulación económica desde principios de
la década del noventa.

Con instrumentos como el CAFTA la vulnerabilidad del recurso hídrico podría incrementarse,
por la débil institucionalidad de protección de los recursos naturales, que incentiva a los capitales
extranjeros y nacionales a violentar las permisivas normas medioambientales. Inclusive, sí los
Estados, no permiten la explotación de un determinado recurso, en aras de asegurar el interés
público, las empresas transnacionales exigen indemnizaciones millonarias. Un ejemplo de ello,
es el caso de la empresa minera canadiense Pacific Rim, que ha demandado por $100 millones
de dólares al Estado Salvadoreño por no autorizarle la explotación de una mina, amparada
dicha empresa en el Capítulo de Inversiones del CAFTA.

Es importante identificar los riesgos de la suscripción de acuerdos como CAFTA u otros tratados
comerciales, supeditados a los intereses de las empresas transnacionales. En Costa Rica a
partir de la entrada en vigencia del CAFTA, la principal inversión canadiense está concentrada
en la minería, ya que el principal rubro de exportación de Costa Rica hacia Canadá es el oro
en bruto, muy por encima de cualquier otro producto agrícola o industrial. En este caso, el país
centroamericano está obligado a permitir la expansión de una actividad tan peligrosa y dañina
para el ambiente y particularmente para el recurso hídrico, como es la actividad minera, de lo
contrario podría ser demandado ante un tribunal de controversias comerciales, de acuerdo a
lo establecido en el CAFTA.

Asimismo, el interés de los organismos financieros como el Banco Interamericano de Desarrollo
(BID) en marco del Plan Puebla Panamá (PPP), de financiar el Sistema de Interconexión Eléctrica
para América Central (SIEPAC), tiene a la base el interés de los inversionistas extranjeros en
el referido proyecto regional. El tema central es que el negocio de energía hidroeléctrica no
tiene como propósito mejorar la calidad de vida de las personas, sino garantizar las ganancias
a las empresas transnacionales de energía que operan en la región.

Los capítulos del CAFTA que tratan lo referente a la inversión, al de trato nacional e incluso a
lo medio- ambiental no permiten establecer otras restricciones al capital privado, dado que
pueden ser consideradas como barreras no arancelarias al comercio.

Con respecto al Acuerdo de Asociación con la Unión Europea (AdA), éste tiene la misma lógica
que cualquier tratado de libre comercio, porque su punto de partida es lo negociado en el
CAFTA, en otras palabras no hay reconocimiento de asimetrías entre los países centroamericanos
y los europeos, la diferencia con el CAFTA será que el AdA beneficiará las empresas transnacionales
de capital europeo.
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La lógica dominante en la década de los noventa fue considerar el agua como un bien económico
y como tal comerciable, en contrario sentido a la concepción del derecho humano. Porque
para los apologistas del neoliberalismo todo en esta vida, debe regirse por la oferta y la demanda.

Esta lógica se inició con la Conferencia Internacional sobre el Agua y el Medio Ambiente (CIAMA)
realizada en Dublín en el año 1992, y continuo desarrollándose y ampliándose desde el Consejo
Mundial del Agua (WWC), la Asociación Mundial del Agua (GWP), la Comisión Mundial del Agua
para el Siglo XXI y obviamente desde la Organización Mundial del Comercio (OMC).

Con un velo conceptual tendiente a confundir a la opinión pública mundial, se decía que era
necesario garantizar la sostenibilidad del recurso hídrico- finito y escaso, y se debía evitar el
desperdicio, en consecuencia era imprescindible atribuirle un valor económico al agua, que
permitiera su uso racional del mismo, léase, que el acceso al agua potable estaría condicionado
por: la capacidad de pago de los demandantes y la importancia específica y concreta de dicho
bien para el crecimiento económico en cada país.

Con esta concepción, se sustenta la idea que el agua es un insumo más en los negocios de
las empresas privadas, por ello, debe de asegurárseles las mayores posibilidades de acceso
a la misma, en esa lógica será prioritario satisfacer los requerimientos de las empresas para
desarrollar sus procesos productivos y/o sus negocios frente a las necesidades de consumo
del agua por parte de los habitantes de comunidades.

Para Centroamérica la suscripción de tratados de libre comercio es altamente riesgoso, primero
por ser una región que posee considerables reservas acuíferas, que la convierte en una zona
muy apetecida por las empresas transnacionales, segundo por los niveles tan elevados de
pobreza, exclusión y desigualdad social, lo que hace que el acceso al agua en función de la
capacidad de pago de sus habitantes acentúe las condiciones de marginación y exclusión de
amplios segmentos de la población.

No es casual que los niveles de acceso al agua potable en la región se concentren principalmente
en las áreas urbanas en donde la cobertura oscila entre un 75 a 85 por ciento, mientras que
a nivel rural los niveles de acceso ronden entre el 45 y 55 por ciento. Estas asimetrías de acceso
entre el campo y la ciudad, no son fruto de una casualidad, sino que son resultado de la
incapacidad de los Estados para resolver, a través de la implementación de políticas públicas
integrales, las necesidades básicas de sus habitantes y en segundo lugar es resultado, de que
no es rentable para los capitales privados invertir en el desarrollo de la infraestructura de agua
potable en el área rural, por la alta y lenta recuperación de la inversión inicial y por las limitaciones
de pago de la mayoría de los habitantes de comunidades rurales.

En el contexto de reformas neoliberales en Centroamérica, a finales de la década de los noventa,
se desarrolla un proceso orientado a modificar las legislaciones y la institucionalidad pública
que regulaba y gestionaba el recurso hídrico, estas cambios están orientados en dos sentidos:

Conclusiones
.....................................................................................
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a) Debilitar la labor reguladora y de gestión del aparato estatal; y

b) Introducir la participación privada en la explotación y comercialización del agua.

Se utilizan los conceptos de modernización y descentralización, para impulsar esta visión
neoliberal. La modernización es entendida como la participación del sector privado, por lo
tanto, hay que estimularla en todos los ámbitos y la descentralización busca transferir la
prestación del servicio de agua potable y saneamiento a las municipalidades.

Este tránsito hacia la municipalización de los servicios de agua potable, tiene la finalidad de
posibilitar la participación del sector privado, y ese sentido se impulsaron las reformas legales
necesarias para que los gobiernos locales tuvieran la facultad de crear empresas municipales
con participación de capital privado o de empresas mixtas.

Esta política de apertura, ha consistido en debilitar las empresas estatales que proveen el
servicio de agua potable, dominantes en la región centroamericana hasta principios de la
década del noventa, para facilitar la inversión privada en la gestión y administración de dicho
sector. Un rol principal rol han jugado los organismos financieros internacionales, particularmente
el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) que ha promovido esta estrategia en tres niveles:

• Financiamiento para impulsar los cambios en los marcos regulatorios de agua potable de
todos los países de la región, orientados en los conceptos de modernización y
descentralización de la provisión de dichos servicios.

• Apoyo en la construcción, ampliación y rehabilitación de infraestructura de los sistemas
de agua potable y saneamiento, con énfasis en las áreas rurales, a fin de crear las
condiciones, para que a futuro sea atractivo al sector privado insertarse en esta actividad
económica.

• Financiamiento directo a sectores empresariales para iniciar su actividad en el mercado
de la provisión de agua potable.

También otras dinámicas económicas, han afectado la provisión de agua para consumo
humano, por ejemplo, la estrategia de agro-exportación de productos no tradicionales, como
piña, sandía, melón y naranjas, que demandan altas cantidades de agua para su producción,
ha provocado conflictos de carácter socio ambiental con las comunidades colindantes, por
el acceso al agua. Sí son empresas transnacionales las que dominan la agro-exportación,
surgirán conflictos entre éstas y los pobladores rurales principalmente.

Otra actividad económica que amenaza el acceso al agua potable, es la industria turística que
comprende megaproyectos (Desarrollos inmobiliarios y comerciales), en zonas costeras o
montañosas, que tienen un impacto negativo en los recursos naturales. Asimismo, un escenario
de altísimo riesgo para el recurso hídrico en Centroamérica, es la generación de energía
hidroeléctrica por medio de la construcción de represas o centrales hidroeléctricas, que implica
la explotación y administración de fuentes de agua.

Otra amenaza lo constituye la explotación minera, actividad que requiere un uso intensivo de
agua y además en el proceso extractivo del oro, se utilizan cantidades significativas de cianuro,
que podrían contaminar mantos acuíferos, ya que las empresas mineras hasta la fecha no han
podido evitar las filtraciones del mismo al subsuelo. Es de destacar que generalmente la
ubicación de estas minas están cerca de ríos o afluentes para tener acceso directo al agua,
por lo que riesgo de contaminación se vuelve muy alto.
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Finalmente los acuerdos comerciales como el Tratado de Libre Comercio con los Estados
Unidos (CAFTA por sus siglas en inglés) y el Acuerdo de Asociación con la Unión Europea
(AdA), implica garantizar las mejores condiciones a las empresas transnacionales para explotar,
extraer y controlar bienes como el agua, debido a dos razones, que el agua es considerada
un bien económico o mercancía, y el papel de los tratados de libre comercio es básicamente
permitir que las mercancías transiten libremente. Otra consecuencia es la reducción de las
capacidades regulatorias y de control de los Estados nacionales, en tal sentido, éstos no
pueden establecer disposiciones legales que regulen a los capitales privados, porque serían
consideradas barreras no arancelarias al comercio o afectaciones a las ganancias de los
inversionistas, lo que traería como consecuencia demandas por parte de las empresas
transnacionales contra los Estados, exigiendo el pago de sumas millonarias en concepto de
indemnización, como ya sucede en la región.

La perspectiva es difícil y compleja porque revertir la lógica dominante de entender el agua
como un bien económico y no como un derecho humano, implica la lucha contra la arquitectura
económica internacional, que es reforzada con los tratados de libre comercio. Por ello es
insoslayable que los gobiernos centroamericanos, renuncien a las recetas neoliberales, que se
han promovido en las últimas décadas en la región. Asimismo, deben “denunciar” los acuerdos
comerciales que establecen la primacía del capital privado transnacional sobre el derecho
nacional al control soberano de las riquezas y recursos naturales.

También es trascendental la conciencia y la movilización ciudadana, con la finalidad de construir
una estrategia económica, cuya prioridad sean las personas y no los capitales privados. La
cual debe de asegurar la defensa de la soberanía nacional y el desarrollo sustentable.
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